
 

TÍTULO V 

Medidas en el ámbito del sector de hidrocarburos 

Artículo 39. Modificación de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, 
del sector de hidrocarburos. 

La Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, 
queda modificada como sigue: 

Uno. El artículo 41.1 queda modificado como sigue: 

«1. Los titulares de instalaciones fijas de almacenamiento y transporte de 

productos petrolíferos, autorizadas conforme a lo dispuesto en el artículo 

40 de la presente ley, deberán permitir el acceso de terceros mediante un 

procedimiento negociado, en condiciones técnicas y económicas no 

discriminatorias, transparentes y objetivas, aplicando precios que deberán 

hacer públicos. El Gobierno podrá establecer peajes y condiciones de 

acceso para territorios insulares y para aquellas zonas del territorio 

nacional donde no existan infraestructuras alternativas de transporte y 

almacenamiento o éstas se consideren insuficientes. 

Los titulares de instalaciones fijas de almacenamiento y transporte de 

productos petrolíferos que, de acuerdo con lo previsto en el párrafo 

anterior, deban permitir el acceso de terceros, cumplirán las siguientes 

obligaciones: 

a) Comunicar a la Comisión Nacional de Energía las peticiones de acceso a 

sus instalaciones, los contratos que suscriban, la relación de precios por la 

utilización de las referidas instalaciones, así como las modificaciones que 

se produzcan en los mismos en un plazo máximo de un mes. La Comisión 

Nacional de Energía publicará esta información en los términos previstos 

en la disposición adicional undécima. Tercero. 4 de esta ley 

b) Presentar a la Comisión Nacional de Energía la metodología de tarifas 

aplicada incluyendo los distintos tipos de descuentos aplicables, el sistema 



de acceso de terceros a sus instalaciones y el Plan anual de inversiones, 

que será publicada en la forma que determine por circular la Comisión 

Nacional de Energía. 

c) Publicar de forma actualizada la capacidad disponible de sus 

instalaciones, la capacidad contratada y su duración en el tiempo, la 

capacidad realmente utilizada, las congestiones físicas y contractuales 

registradas así como las ampliaciones, mejoras y cambios previstos y su 

calendario de entrada en funcionamiento. La Comisión Nacional de 

Energía supervisará la frecuencia con la que se producen congestiones 

contractuales que hagan que los usuarios no puedan acceder a estas 

instalaciones a pesar de la disponibilidad física de capacidad. 

d) En su gestión, evitarán cualquier conflicto de interés entre accionistas y 

usuarios de los servicios y observarán especialmente la obligación de 

igualdad de trato a todos los usuarios de los servicios de la actividad, con 

independencia de su carácter o no de accionistas de la sociedad. 

La Comisión Nacional de Energía establecerá por circular el procedimiento 

de comunicación de los conflictos que puedan suscitarse en la negociación 

de los contratos y en las solicitudes de acceso a las instalaciones de 

transporte o almacenamiento. Asimismo, resolverá, en el plazo máximo de 

tres meses, los conflictos que le sean planteados respecto a las solicitudes 

y a los contratos relativos al acceso de terceros a estas instalaciones de 

transporte o almacenamiento de productos petrolíferos que deben 

permitir el acceso de terceros..» 

Dos. El artículo 43.2 pasa a tenerla siguiente redacción: 

«2. La actividad de distribución al por menor de carburante y combustibles 

petrolíferos podrá ser ejercida libremente por cualquier persona física o 

jurídica. 

Las instalaciones utilizadas para el ejercicio de esta actividad deberán 

cumplir con los actos de control preceptivos para cada tipo de instalación, 

de acuerdo con las instrucciones técnicas complementarias que 

establezcan las condiciones técnicas y de seguridad de dichas 

instalaciones, así como cumplir con el resto de la normativa vigente que 

en cada caso sea de aplicación, en especial la referente a metrología y 

metrotecnia y a protección de los consumidores y usuarios. 



Las administraciones autonómicas, en el ejercicio de sus competencias, 

deberán garantizar que los actos de control que afecten a la implantación 

de estas instalaciones de suministro de carburantes al por menor, se 

integren en un procedimiento único y ante una única instancia. A tal 

efecto, regularán el procedimiento y determinarán el órgano autonómico 

o local competente ante la que se realizará y que, en su caso, resolverá el 

mismo. Este procedimiento coordinará todos los trámites administrativos 

necesarios para la implantación de dichas instalaciones con base en un 

proyecto único. 

El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de ocho meses. 

El transcurso de dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa 

tendrá efectos estimatorios, en los términos señalados en el artículo 43 de 

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Los instrumentos de planificación territorial o urbanística no podrán 

regular aspectos técnicos de las instalaciones o exigir una tecnología 

concreta. 

Los usos del suelo para actividades comerciales individuales o agrupadas, 

centros comerciales, parques comerciales, establecimientos de inspección 

técnica de vehículos y zonas o polígonos industriales, serán compatibles 

con la actividad económica de las instalaciones de suministro de 

combustible al por menor. Estas instalaciones serán asimismo compatibles 

con los usos que sean aptos para la instalación de actividades con niveles 

similares de peligrosidad, residuos o impacto ambiental, sin precisar 

expresamente la cualificación de apto para estación de servicio. 

Tres. Se añade un nuevo artículo 43 bis con una redacción del siguiente 
tenor: 

«Artículo 43 bis. Limitaciones a los vínculos contractuales de suministro 
en exclusiva. 

1. Los vínculos contractuales de suministro en exclusiva referidos en el 

artículo 43 de la presente ley, deberán cumplir las siguientes condiciones: 

a) La duración máxima del contrato será de un año. Este contrato se 

prorrogará por un año, automáticamente, hasta un máximo de tres años 

consecutivos, salvo que el distribuidor al por menor de productos 



petrolíferos manifieste, con un mes de antelación como mínimo a la fecha 

de finalización del contrato, su intención de resolverlo. 

b) No podrán contener cláusulas exclusivas que fijen, recomienden o 

incidan, directa o indirectamente, en el precio de venta al público del 

combustible. 

2. Se considerarán nulas y se tendrán por no puestas aquellas cláusulas 

contractuales en las que se establezca una duración del contrato diferente 

a la recogida en el apartado 1, o que determinen el precio de venta del 

combustible en referencia a un determinado precio fijo o recomendado, o 

cualesquiera otras que contribuyan a una fijación indirecta del precio de 

venta. 

3. Los operadores al por mayor comunicarán a la Dirección General de 

Política Energética y Minas la suscripción de este tipo de contratos, 

incluyendo la fecha de su finalización, la cual será publicada en la web 

oficial del Ministerio de Industria, Energía y Turismo.» 

Cuatro. Se añaden dos nuevos párrafos en el artículo 109.1 con la 
siguiente redacción. 

«ad) El acaparamiento y utilización sustancialmente inferior de la 

capacidad de las instalaciones fijas de almacenamiento y transporte de 

productos petrolíferos que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 41 de 

la presente Ley, deban permitir el acceso de terceros. 

ae) El incumplimiento de las limitaciones y obligaciones impuestas en el 

artículo 43 bis.1.» 

Artículo 40. Modificación del Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de 

Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados de 

Bienes y Servicios. 

El artículo 3 del Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de Medidas 

Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados de Bienes y 

Servicios, queda modificado en los siguientes términos: 

«Artículo 3. Instalaciones de suministro al por menor de carburantes a 

vehículos en establecimientos comerciales y otras zonas de desarrollo de 

actividades empresariales e industriales. 



1. Los establecimientos comerciales individuales o agrupados, centros 

comerciales, parques comerciales, establecimientos de inspección técnica 

de vehículos y zonas o polígonos industriales podrán incorporar entre sus 

equipamientos, al menos, una instalación para suministro de productos 

petrolíferos a vehículos. 

2. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior, el otorgamiento 

de las licencias municipales requeridas por el establecimiento llevará 

implícita la concesión de las que fueran necesarias para la instalación de 

suministro de productos petrolíferos. 

3. El órgano municipal no podrá denegar la instalación de estaciones de 

servicio o de unidades de suministro de carburantes a vehículos en los 

establecimientos y zonas anteriormente señalados por la mera ausencia 

de suelo cualificado específicamente para ello. 

4. La superficie de la instalación de suministro de carburantes, no 

computará como superficie útil de exposición y venta al público del 

establecimiento comercial en el que se integre a efectos de la normativa 

sectorial comercial que rija para éstos.» 

Artículo 41. Objetivos obligatorios mínimos de venta o consumo de 
biocarburantes en 2013 y años sucesivos. 

1. Los sujetos obligados a acreditar el cumplimiento de los objetivos que 

se establecen son los siguientes: 

a) Los operadores al por mayor, regulados en el artículo 42 de la Ley 

34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, por sus ventas 

anuales en el mercado nacional, excluidas las ventas a otros operadores al 

por mayor. 

b) Las empresas que desarrollen la actividad de distribución al por menor 

de productos petrolíferos, regulada en el artículo 43 de la Ley 34/1998, de 

7 de octubre, en la parte de sus ventas anuales en el mercado nacional no 

suministrado por los operadores al por mayor. 

c) Los consumidores de productos petrolíferos, en la parte de su consumo 

anual no suministrado por operadores al por mayor o por las empresas 

que desarrollen la actividad de distribución al por menor de productos 

petrolíferos. 



2. Los sujetos a que se refiere el apartado 1 deberán acreditar ante la 

entidad de certificación, anualmente, para el año 2013 y sucesivos, las 

siguientes titularidades: 

a) La titularidad de una cantidad mínima de certificados de biocarburantes 

que permitan cumplir con un objetivo de biocarburantes del 4,1 por 

ciento. 

b) La titularidad de la cantidad mínima de certificados de biocarburantes 

en diesel (CBD) que permitan cumplir con un objetivo de biocarburantes 

en diesel del 4,1 por ciento. 

c) La titularidad de la cantidad mínima de certificados de biocarburantes 

en gasolina (CBG) que permitan cumplir con un objetivo de biocarburantes 

en gasolina del 3,9 por ciento. 

Excepcionalmente, durante el año 2013, este objetivo de biocarburantes 

en gasolina será del 3,8 por ciento en caso de los sujetos a que se refiere 

el apartado 1 con ventas o consumos en Canarias, Ceuta o Melilla, por las 

ventas o consumos en los citados ámbitos territoriales. 

3. Los porcentajes indicados en los apartados anteriores se calcularán, 

para cada uno de los sujetos obligados, de acuerdo con las fórmulas 

recogidas en la Orden ITC/2877/2008, de 9 de octubre, por la que se 

establece un mecanismo de fomento del uso de biocarburantes y otros 

combustibles renovables con fines de transporte, o de acuerdo con las 

fórmulas que se establezcan por orden del Ministro de Industria, Energía y 

Turismo, previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para 

Asuntos Económicos. 

4. El Gobierno podrá modificar los objetivos previstos en este artículo, así 

como establecer objetivos adicionales. 

Artículo 42. Modificación del Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, 

por el que se regulan los criterios de sostenibilidad de los biocarburantes y 

biolíquidos, el Sistema Nacional de Verificación de la Sostenibilidad y el 

doble valor de algunos biocarburantes a efectos de su cómputo. 

Se modifica el primer apartado de la disposición transitoria única del Real 

Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, por el que se regulan los criterios 

de sostenibilidad de los biocarburantes y biolíquidos, el Sistema Nacional 

de Verificación de la Sostenibilidad y el doble valor de algunos 



biocarburantes a efectos de su cómputo, pasa a tener la siguiente 

redacción: 

«1. Se establece un periodo de carencia para la aplicación del periodo 

transitorio para la verificación de la sostenibilididad de los biocarburantes 

y bioilíquidos. 

Por resolución del titular de la Secretaría de Estado de Energía se 

determinará la fecha en la que finalizará el periodo de carencia. Dicha 

resolución se publicará en "Boletín Oficial del Estado", como mínimo, ocho 

meses antes de su entrada en vigor. 

Durante el periodo de carencia, los criterios de sostenibilidad del artículo 

4 del presente real decreto tendrán carácter indicativo. Los sujetos 

obligados definidos en el artículo 10 deberán remitir toda la información 

exigida en las circulares a que hace referencia el apartado 2 de la presente 

disposición transitoria y dicha información debe ser veraz, si bien el 

cumplimiento de los requisitos de sostenibilidad no será exigible para el 

cumplimiento de las obligaciones u objetivos de venta o consumo de 

biocarburantes. 

Durante el periodo de carencia, lo previsto en el apartado 5 de la presente 

disposición transitoria no será de obligado cumplimiento, si bien los 

agentes económicos del Sistema Nacional de Verificación de la 

Sostenibilidad de los biocarburantes y biolíquidos, deberán mantener 

durante un mínimo de cinco años las pruebas relacionadas con la 

información que remitan a la Comisión Nacional de Energía. 

Las inspecciones a que hace referencia el apartado 1 del artículo 12 de 

presente real decreto, tendrán como único objetivo durante el periodo de 

carencia, la verificación de que todos los agentes están aplicando de 

forma correcta el sistema de balance de masa previsto en el artículo 7 del 

presente real decreto y en las circulares dictadas al respecto por la 

Comisión Nacional de Energía y comprobar la veracidad de la información 

aplicada. Hasta el final del periodo de carencia, como resultado de las 

inspecciones realizadas no procederá la incoación de expediente 

sancionador alguno, salvo por falta de remisión de la información 

requerida, falsedad en los datos reportados o incorrecta aplicación del 

balance de masa. 

Finalizado dicho periodo de carencia, comenzará un periodo transitorio 

para la verificación de la sostenibilidad de los biocarburantes y biolíquidos, 



que se prolongará hasta la aprobación de las disposiciones necesarias para 

el desarrollo del sistema nacional de verificación de la sostenibilidad de los 

biocarburantes y biolíquidos, según lo previsto en los apartados 1.a) y 1.b) 

de la disposición final tercera y la aprobación de las disposiciones 

necesarias para la aplicación de lo dispuesto en el presente real decreto, 

según lo previsto en los apartados 3 y 5 de la misma disposición. En este 

periodo será de aplicación lo dispuesto en los apartados 2 a 5 de esta 

disposición transitoria.» 

 


